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     LA CONSTRUCCIÓN DE LA LAVADORA INDUSTRIAL DE DINERO 


    En la industria trasnacional del crimen, la división del trabajo es un prerrequisito fundamental. Las organizaciones criminales se vuelven especialistas en una o varias mercancías, en una o algunas actividades económicas ilegales, en una o más etapas de una actividad económica ilegal, etc. Por ejemplo, la especialidad o marca registrada de la Mafia Siciliana (la mafia) era la industria de la protección (Gambetta, 2010). Una variante de la protección es la violencia, pero en realidad, en la vida cotidiana, la mayor parte del tiempo implica vigilancia y control directo y/o simbólico (reputación) sobre alguien o algo. Los orígenes de la mafia están relacionados con la protección de las personas involucradas en una transacción mercantil y con la protección de la misma compraventa. La mafia garantizaba el cumplimiento de los contratos, los pagos y cobros de dinero, etc. Claro que los servicios de protección no siempre (o nunca) se efectuaban en el marco de la libertad de elección de las partes involucradas. En general, los sujetos protegidos estaban obligados a comprar los servicios que la mafia les ofrecía. El negocio estaba allí. Una vez generada la necesidad y obligación de recibir “protección”, se constituía la demanda y la idea de que sin la mafia no es posible hacer negocios. Salvatore Lupo (2016) dice que es la mafia la que crea la inseguridad de la que se beneficia. El precio de la póliza de seguridad aumenta a medida que se “convence” a los clientes de suscribir al seguro. A su vez, con la propagación de diversas organizaciones delictivas, aumentó la compra de protección contra los robos y las extorsiones que ocasionaban otros grupos delincuenciales. En ciertos pueblos de la isla italiana, el empresariado y la clase trabajadora no podían transar en el mercado sin el conocimiento y la protección de la mafia. El negocio de la protección generó su demanda y tenía cautiva a la población. Así, la protección se transformó en una actividad económica ilegal transmitida de generación en generación a través de vínculos de filiación familiar, étnicos, geográficos y de poder.


    En México, los grupos delictivos organizados de la primera y segunda generación (Guadalajara, Juárez, Tijuana, Sinaloa, etc.) también se estructuran a partir de sus familias extendidas y allegados con fuerte pertenencia territorial. En la actualidad, algunas de las grandes organizaciones continúan estructurándose de la misma forma (Los Cuinis y Jalisco Nueva Generación). Sin parangón alguno y en una escala significativamente menor, los grupos delictivos uruguayos dedicados al tráfico de drogas ilegales también se conforman desde sus familias, vecinos y redes de pares del barrio (Tenenbaum et al., 2021).


    En Italia, México y hasta se podría decir Uruguay –cada uno en el lugar que le corresponde–, los grupos delictivos se inician especializándose en determinadas mercancías y prácticas delictivas. El menú de actividades económicas se amplía a medida que los grupos se sostienen en el tiempo y hacen crecer su estructura. La especialidad no es fruto de una elección de hombres económicos, de yuppies, sino de un conjunto de factores, algunos de los cuales acarrearon consecuencias imprevisibles. Por ejemplo, la primera gran migración china del siglo XIX comenzó a plantar adormidera para sustentar a los fumaderos de opio de la comunidad asiática en México (Astorga, 2015b). Otros ejemplos tienen relación con los vaivenes agroeconómicos nacionales, las nuevas técnicas de cultivo en grandes extensiones y el desarrollo de la industria farmacéutica mundial –a impulso de las guerras–, que transformó determinadas drogas naturales en mercancías de consumo (Del Olmo, 1993). También hay que considerar el histórico ausentismo de los bienes y servicios estatales y la estrecha estructura de oportunidades en el mencionado triángulo dorado mexicano. Además, la llegada de la cocaína al mercado internacional cambió el negocio. Las ganancias aumentaron de forma extraordinaria, el traslado de la mercancía fue más sencillo y las posibilidades de reducir la pureza de la droga permitieron extender el negocio a grupos de microtraficantes. Las organizaciones mexicanas de los años ochenta contaban con una estructura bastante compleja y organizada cuando comenzaron a distribuir la cocaína boliviana, peruana y colombiana hacia EEUU. No obstante, su capacidad organizativa, influencia y competitividad se fortaleció en la década de 1990 al desplomarse las dos grandes organizaciones colombianas (Medellín y Cali) y, más tarde, el Norte del Valle.


    La hipótesis de la especialización delictiva podría seguir desarrollándose con la Yakuza japonesa, las maras en el Triángulo Norte de Centroamérica o las mafias rusas, serbias, albanesas e israelíes. Sin embargo, lo que le interesa al presente trabajo es la especialidad que ofrece Uruguay al crimen organizado internacional de las drogas ilegales y cómo se ha configurado históricamente este servicio experto.


    La hipótesis de trabajo es que Uruguay fue diseñado como un centro de servicios financieros para la protección del gran capital internacional. Se construyó una arquitectura normativa financiera flexible y abierta al flujo de capitales internacionales justificada en el argumento, en resumidas cuentas, de atraer riquezas que el país no generaba y no puede producir por sus condiciones naturales y de mercado. Detrás del cobijo al capital internacional vino la protección del dinero sucio que allí suele refugiarse, en el que se inscribe el procedente de la venta de drogas. Algunos indicadores que orientan la hipótesis son la alta dolarización de la banca nacional15 (Licandro y Licandro, 2001), el alto ingreso de dólares respecto de los que salen del país,16 la proliferación de casas de cambio de divisas en todo el país (55 firmas más sucursales17), los casinos y salas de juego del Estado o arrendadas por este (33 establecimientos), los hipódromos arrendados por el Estado (dos hipódromos)18 y el casino de la Intendencia de Montevideo (uno)19. A estos elementos se unen figuras jurídicas pasadas y presentes como el secreto bancario, el secreto tributario, el testaferro/prestanombres, la no regulación del delito de enriquecimiento ilícito/injustificado/sin causa,20 la libertad de circulación de los metales preciosos, las zonas libres de impuestos (11),21 las sociedades anónimas financieras de inversión (SAFI) y las instituciones financieras externas (banca offshore). También hay que considerar aspectos geográficos como las fronteras porosas con dos grandes mercados como Brasil y Argentina, la cercanía con Paraguay (principal productor de marihuana en Sudamérica), la relativa corta distancia espacial con Bolivia (principal productor mundial de hoja de coca, junto a Perú y Colombia), un puerto permeable con salida directa al océano Atlántico.22 Estos y otros elementos no son exclusivos de Uruguay, pero su existencia histórica y combinada hace que la jurisdicción uruguaya sea un recinto atractivo para el capital internacional.


    Algunas de las características mencionadas en el párrafo anterior configuran la libertad económica que Uruguay ofrece al mundo. El reconocido Instituto Fraser de Canadá, un think tank de corte liberal, realiza investigaciones internacionales con base en la hipótesis de que el aumento de la libertad económica está directamente asociado al incremento de los ingresos por habitante de cualquier país. Sostiene que la libertad económica permite limitar la pobreza y la indigencia, entre otros problemas económicos y sociales. Hay que reducir el tamaño del Estado, bajar las tasas impositivas y los aranceles comerciales, respetar el derecho a la propiedad, lograr estabilidad monetaria, facilitar el acceso a los servicios de cambio de divisas y tener libertad comercial sin interferencia estatal. En base a estas dimensiones, Uruguay se ubicó en el segundo cuartil de países con mayor libertad económica en 2018 con el puntaje de 7,16 en una escala del 0 al 10. Entre 1980 y 2016 el puntaje del país varió de 6,33 a 7,39 puntos. Como referencia, ténganse en cuenta que en 2018 el ranking lo lideraron Honk Kong (8,97), Singapur (8,84), Nueva Zelanda (8,49) y Suiza (8,39), y Chile fue el primer país latinoamericano, en el puesto 15, con un puntaje de 7,80. El informe resalta que el país se posiciona muy bien en el indicador de libertad comercial, particularmente en el subindicador de ausencia de controles de capitales (Gwartney et al., 2018; Fraser Institute y Centro de Estudios para el Desarrollo, 2018).


    El sistema financiero no se pone en funcionamiento con solo su arquitectura normativa, necesita de “protectores del capital” para ponerlo en marcha. Los protectores son un conjunto heterogéneo de expertos –conocedores de la legislación y de las artimañas necesarias, legales e ilegales, para asistir al lavado de dinero, evadir impuestos, etc.– que actúan como intermediarios entre lo público y lo privado. Los protectores del capital están conformados por profesiones tradicionales históricamente vinculadas a la clase dirigente (escribanos, abogados y contadores), propietarios de casas de cambio, constructores, agentes inmobiliarios y rematadores, entre los principales. Estas profesiones y ocupaciones se nuclean en colectivos de protección: estudio/firma/bufete, empresas y colegios de profesionales que actúan corporativamente. De ahí que los protectores del capital tengan un habitus (Bourdieu, 2001) de profesión relacionado, claro está, con la clase social; o sea, un sistema de disposiciones e intereses constitutivos de determinadas profesiones/ocupaciones en la estructura social del régimen capitalista. Algunos ejemplos de protectores de capital se pueden encontrar en la Mafia Siciliana dedicada a garantizar las transacciones en el mercado (Gambetta, 2010), en los protectores de bonos (“bond vigilantes”) capaces de generar inestabilidad y crisis económicas en aquellos países con deudas atadas al mercado financiero internacional (Blakeley, 2019), y en el capitalista colectivo sin rostro (Castells, 2000) especializado en flujos financieros electrónicos. Los especuladores especializados en “bicicletas financieras”, los “fondos buitre” y las empresas calificadoras de riesgo son otros expertos protectores del capital. Siguiendo a Flores Pérez (2019), podemos decir que los protectores del capital forman parte de los circuitos institucionales para proteger los tráficos de mercancías ilegales y permitir la integración de capitales ilícitos en la economía formal. Los protectores del capital forman parte, se mezclan o auxilian al crimen de los poderosos. De acuerdo a Ruggiero (2021), el crimen de los poderosos se distingue del crimen de los débiles por la capacidad que tienen los primeros de producir los efectos que desean, superar los obstáculos que se les presentan, contar con una amplia gama de opciones y utilizar a otras personas, por medio de la coacción o la ley, como medios para sus propios fines.


    Cuando se afirma que los protectores del capital son fundamentales en la división del trabajo de la industria criminal no se quiere decir que estos realicen actividades ilegales para el crimen organizado. Los protectores del capital pueden prestar sus servicios profesionales a criminales en el marco de las posibilidades que ofrece la ley. Dejando a un lado la ética y las ideas de justicia y legitimidad, el dinero es neutral, no tiene rostro, ni tampoco está manchado de sangre.


    Siguiendo a Nordstrom (2004), los grupos delictivos definen su poder por su capacidad económica y flexibilidad para circular entre la legalidad y la ilegalidad. Ergo, en la esfera de la legalidad los protectores del capital (notariales, financieros, judiciales, etc.) tienen una posición importante que cumplir en la división del trabajo del crimen organizado, y esto, segunda aclaración, no quiere decir que los protectores del capital formen parte de la nómina de los integrantes del grupo delictivo. La legalidad no pierde completamente su sentido para los grupos delictivos, en especial para los miembros de jerarquía. Al fin y al cabo, las personas de los grupos delictivos no viven en una realidad paralela a la sociedad; su finalidad, como la de cualquier otra persona conforme con el orden de la sociedad del éxito capitalista (Merton, 1964), es disfrutar públicamente de los logros alcanzados.


    Para conocer, a grandes rasgos, cómo los protectores del capital uruguayos ponen en marcha la arquitectura normativa financiera local y mundial, veamos rápidamente algunos hechos que, a priori, permitirían sostener la hipótesis de que Uruguay es una jurisdicción especializada en la protección del gran capital internacional. Analicemos la participación de Uruguay en cuatro casos recientes: Panamá Papers, Swiss Leaks, Bahamas Leaks y Paradise Papers.23 Es importante aclarar que las personas y empresas señaladas no están directamente implicadas en alguna maniobra ilegal por el solo hecho de ser mencionadas. El hecho de operar en jurisdicciones financieras flexibles y/o paraísos fiscales no es ilegal, aunque puede generar dudas legales y éticas.


    Siguiendo el trabajo del Consorcio Internacional de Periodistas de Investigación (CIPI), en los Panamá Papers se filtraron más de 11 millones de archivos entre los años 1977 y 2015 del estudio panameño Mossack Fonseca & Co. (en adelante Mossack Fonseca). La investigación de CIPI en 2016 demostró que Uruguay estaba en la séptima posición en el total de jurisdicciones con compañías offshore (5.174 compañías)24 y entre los diez primeros países con mayores clientes (298 clientes25) del estudio panameño.26 Los datos no dejan lugar a dudas sobre la significativa participación de los protectores del capital uruguayo en las maniobras de Mossack Fonseca.


    En segundo lugar, Swiss Leaks filtró más de 60.000 archivos de más de 130.000 cuentas de clientes del banco HSBC de Ginebra que buscaban evitar el fisco de sus países. Los documentos fueron extraídos por Herve Falciani entre 2006 y 2008, un exempleado del banco. En el caso fueron hallados 788 clientes uruguayos con 810 cuentas abiertas entre los años 1994 y 2006. Uruguay ocupa el puesto 26 entre 103 países con mayor cantidad de clientes en el banco suizo. El 20 % de las cuentas estaban a nombre de personas con pasaporte nacional, y en el restante 80 % figuraban los nombres de los protectores del capital como representantes de terceros.27 La pregunta que inmediatamente viene a la mente es cómo un país cuantitativamente pequeño como Uruguay, con una clase alta limitada en comparación con los países de la región –ni que hablar de Europa y las naciones anglosajonas–, forma parte del 25 % de los países con mayores clientes del HSBC de Ginebra. La respuesta solamente puede encontrarse en los protectores del capital y la arquitectura financiera nacional. Por este caso, la Dirección General Impositiva (DGI) reliquidó los tributos de los evasores uruguayos por un monto superior a los 40 millones de dólares. Una de las personas mencionadas fue el exjugador de fútbol Diego Forlán28 a través de dos cuentas asociadas a Rosario Trading Company SA de Panamá, que tenían como agente residente a Mossack Fonseca.29 En un comunicado, Forlán manifestó que “siempre tuve y tengo ordenadas mis finanzas [...] ratifico que no formo parte de esta supuesta investigación y que mi nombre ha sido utilizado simplemente como ‘gancho’, por ser figura pública y mundialmente reconocido”.30


    En tercer lugar, en Bahamas Leaks se filtraron más de 1.300.000 documentos de compañías, fondos y fundaciones donde se hallaron 175.888 sociedades offshore registradas entre 1990 y 2016. Entre otras figuras públicas vinculadas a la filtración estaban la familia Pinochet (Augusto y su hijo Marco Antonio), de Chile, y las familias Macri (Franco y sus hijos Mauricio y Mariano) y De la Rúa (Antonio y Aíto, los hijos del expresidente Fernando) en Argentina.31 En principio, la participación de Uruguay se limita a dos sociedades anónimas: Exxon Mobil Uruguay Upstream Limited y Seaboard Uruguay Holding Limited.32 Mientras la primera está ligada a los conocidos lubricantes, la segunda tenía 45 % del capital accionario del Molino Dolores (Cereoil y Nolston, actual Nolston SA), que en 2016, posiblemente a raíz de Bahamas Leaks, pasó a concordato y posterior concurso de sus acciones.33


    En cuarto lugar está Paradise Papers con la filtración en noviembre de 2017 de más de 13 millones de documentos del estudio Appleby de las Islas Bermudas y del estudio Asiaciti Trust de Singapur. En los documentos estuvieron involucradas figuras públicas como la reina Isabel, allegados de Donald Trump y Vladimir Putin, músicos como Bono y Shakira, y corporaciones como Apple, Nike y Facebook. No se establecen conexiones importantes con Uruguay porque, probablemente, Appleby trabajaba para el capital de la élite británica y estadounidense.34 La única liga con el país tiene que ver con la Asociación Uruguaya de Fútbol y la productora audiovisual Tenfield SA cuando cobraron una suma de dinero por derechos de transmisión del partido Uruguay-España, en Doha en 2013, de parte de la empresa Full Play Group SA por intermedio de la offshore ESM Group de las islas Seychelles, que es mencionada en los Paradise Papers. Detrás de la organización de estos partidos amistosos internacionales se encontraron supuestas negociaciones para el beneficio de terceros.35 Otras entidades que aparecen en los Paradise Papers vinculadas a Uruguay, pero que no se identifican en la trama, están registradas en Appleby,36 Aruba,37 Bahamas,38 Barbados,39 British Virgin Islands40 y Saint Kitts and Nevis.41


    En estos cuatro casos se observa con claridad ciertos patrones que ubican a Uruguay, su arquitectura normativa financiera y sus protectores de capital en el rodeo internacional de la circulación del capital de celebridades, grandes empresas y organizaciones. Veamos ahora cómo se fue construyendo la expertise oriental.


    Coqueteo con el capital internacional en dictadura


    En 1973 el mundo enfrentó una de las crisis petroleras más importantes de la historia cuando la Organización de Países Exportadores de Petróleo (OPEP) restringió la oferta de crudo en el contexto de la guerra de Yom Kippur (día del perdón). En esos años, Uruguay era incapaz de pagar la deuda externa, frenar la caída del nivel de la actividad productiva, aplacar la reducción del salario real y contener la devaluación (Notaro, 2001).


    A finales de 1972 la inflación había alcanzado el 95 % (Finch, 2005). El gobierno de Juan María Bordaberry –presidente constitucional entre marzo de 1972 y junio de 1973, y presidente de facto hasta junio de 1976– comenzó el diseño de una política económica basada en la apertura comercial y financiera, que posteriormente profundizó la dictadura militar (1973-1985). Las reformas de la década de 1970 crearon un país abierto al mercado de capitales, en especial los procedentes de Brasil y Argentina (Finch, 2005). El modelo de plaza financiera creó las condiciones para que “Uruguay se convierta en el resumidero del dinero negro del Cono Sur” (Carrió, 1987:15). El Plan Nacional de Desarrollo de abril de 1973 y el llamado cónclave cívico-militar de San Miguel de agosto de ese año promovieron el ingreso de capitales extranjeros (Calloia et al., 1984). En 1972 y 1973 se firmaron la sexta y séptima carta de intención con el Fondo Monetario Internacional (FMI). En 1974 se promovieron las inversiones nacionales y extranjeras mediante la Ley de Inversiones Extranjeras, de Promoción Industrial y el Plan Pesquero (Oyhantcabal, 2019). La clase dirigente, siguiendo los postulados fondomonetaristas, “pensaba” que las economías pequeñas, del tercer mundo, con una industria incipiente y escasos recursos naturales valorados en el mercado mundial, tenían que abrir sus economías para recibir activos extranjeros y, así, “arreglar” sus problemas internos (Díaz, 1985). La dirección de la política económica dio rápidamente frutos, especialmente a partir de 1974 con el ingreso de Alejandro Végh Villegas en el Ministerio de Hacienda. Pero el crecimiento de la economía nacional se agotó en 1981 con una fuerte contracción de la economía y la “crisis de la tablita” de 1982 (Notaro, 2001). Uruguay no era una isla; en esos años América Latina afrontaba una de las crisis más importantes de su historia al encontrarse sin liquidez y solvencia para afrontar el pago de la deuda externa.


    Previo a la dictadura cívico-militar se encuentran algunos antecedentes que dan lugar a la apertura económica del país, pero son medidas aisladas que no se integran a un planteo programático y sistemático para catapultar a Uruguay como plaza financiera internacional. El primer antecedente del siglo XX se lo puede hallar, quizás, en 1923 cuando el Estado crea las zonas libres de impuestos (zonas francas). La medida fue reimpulsada 65 años más tarde con la aprobación de la Ley 15.921 del 17 de diciembre de 1987 bajo la primera presidencia de Julio María Sanguinetti. Otro mojón a considerar es la Ley 11.073 del 24 de junio de 1948 que creó las SAFI en el gobierno de Luis Batlle Berres. La medida se profundizó décadas después con la Ley 16.060 del 4 de setiembre de 1989, en la presidencia de Sanguinetti, y la Ley 16.170 del 28 de diciembre de 1990, en la presidencia de Luis Alberto Lacalle. Otros antecedentes a tener en cuenta son la Ley 12.670 del 17 de diciembre
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    URUGUAY EN LA RED INTERNACIONAL DEL CRIMEN ORGANIZADO


    Desde finales de 1980 se constatan maniobras delictivas de organizaciones internacionales del tráfico de drogas en Uruguay al amparo de protectores locales del capital que no estaban interesados en conocer el origen del dinero. En esos tiempos el control normativo e institucional, la presión internacional y, quizás, la “sensibilidad moral” para perseguir el dinero sucio eran muy distintos a lo que conocemos en la actualidad.


    A partir de la información relevada en la investigación se construyó una cronología aproximada99 de los grupos delictivos organizados latinoamericanos de gran envergadura100 que, se conoce públicamente, lavaron dinero en el país: Medellín (1982-1988), Cali (1994-1995), Juárez (1996-1997), Norte del Valle (2007-2014), Sinaloa (2008-2009 y 2015) y Los Cuinis/Jalisco Nueva Generación (2011-2013, 2014-2016), entre los más conocidos.101 Esta periodización no es concluyente, se encuentra abierta en construcción conforme aparezcan nuevos datos.


    A estas organizaciones de gran envergadura que movilizaron y movilizan a escala trasnacional la industria de las drogas se adicionan los vínculos históricos de los traficantes de droga uruguayos con sus pares paraguayos, bolivianos, peruanos, argentinos y brasileños en la geoeconomía agrícola de las drogas ilegales. Hay que tener presente que Paraguay es el principal productor de marihuana en Sudamérica (Garat, 2016) y que Bolivia es uno de los principales productores de hoja de coca del mundo (ONUDC, 2021). También se debe considerar las comunicaciones. Uruguay tiene más de mil kilómetros de frontera (siete cruces de frontera seca: Bella Unión, Artigas, Rivera, Ruta 6 cruzando el arroyo San Luis, Aceguá, Río Branco y Chuy) con Brasil, por donde viene la marihuana paraguaya, entre otras mercancías ilegales. A su vez, el país tiene 500 kilómetros de frontera fluvial (con tres cruces de frontera seca: Salto, Paysandú y Fray Bentos) con Argentina, por donde viene una parte de la cocaína boliviana. Otra vía que liga Uruguay con Bolivia y Paraguay es la conexión de los ríos Paraguay-Paraná-Uruguay, además de la clásica ruta aérea. Es importante resaltar que las comunicaciones de Uruguay con el resto del mundo, particularmente con Argentina, deben pensarse también desde el punto de vista virtual. El sistema de transacciones financieras electrónicas, las señales de radio, la mensajería encriptada por internet y otros canales de comunicación articulan las relaciones entre los protectores del capital, los empresarios, los políticos, los traficantes de drogas, contrabandistas, comerciantes al menudeo, etc. A lo largo de la obra quedarán en evidencia esos vínculos.


    Para ejemplificar lo que se viene diciendo, veamos brevemente la siguiente articulación regional. Juan Domingo Viveros Cartes es un conocido traficante de drogas paraguayo. En 2013 fue detenido y privado de libertad en Uruguay por pilotear una avioneta con la que distribuyó marihuana en el territorio uruguayo. Su tío Horacio, expresidente paraguayo (2013-2018), fue señalado reiteradamente de lavar dinero del tráfico de drogas a través de su empresa tabacalera y/o del banco que administra el consorcio empresarial que dirige. También fue acusado de contrabandear oro y cigarrillos y transportar drogas ilegales con la logística de su empresa tabacalera (Ladra, 2014). En 2019 el Ministerio Público Federal de Río de Janeiro acusó a Horacio Cartes de asociación criminal en el marco del Lava Jato –megacausa de corrupción alrededor de la petrolera estatal Petrobras–. Cartes, junto con el cambista Darío Messer y otras 18 personas, fue acusado de lavar dinero en Brasil, Paraguay y Uruguay desde el año 2000.102 Messer, “hermano” de la vida de Horacio Cartes –según la prensa paraguaya–,103 habría movido de forma ilícita alrededor de 1.600 millones de dólares a través de 52 países.104 A su vez, a un primo de Horacio se lo vinculó en las operaciones de lavado de activos que practicaban los financistas brasileños del Lava Jato Messer y Bruno Farina.105 Queda claro que un sector de la política paraguaya ha estado tradicionalmente conectado con el negocio de la droga y con traficantes y lavadores brasileños (Garat, 2016).


    El de Paraguay no es el único caso de políticos de alto nivel que han sido señalados como sospechosos y responsables de estar vinculados con el lavado de activos y el tráfico de drogas ilegales. En Perú, por ejemplo, el excapitán Vladimiro Montesinos, asesor y director del servicio de inteligencia peruano durante la presidencia y dictadura –recuérdese el autogolpe de 1992– de Alberto Fujimori (1990-2000), lavó dinero sucio en Uruguay. Montesinos tuvo y tiene causas judiciales por tráfico ilegal de armas de fuego, tráfico de drogas, usurpación de funciones y corrupción de funcionarios. En 2016 fue condenado a 22 años de prisión por su responsabilidad en el secuestro, tortura y asesinato de tres personas (dos estudiantes y un profesor) que terminaron siendo quemados en un horno del Ejército en 1993.106 Montesinos “lideraba” una organización criminal junto con el empresario aeronáutico peruano Fernando Zeballos, uno de los traficantes de drogas más importantes en la historia del Perú que mantenía un vínculo comercial con la organización de Tijuana.107 Según la Justicia uruguaya, la organización de Montesinos y Zeballos lavó, aproximadamente, 25 millones de dólares108 en Uruguay a través de Cambio Shernu entre 2006 y 2007. El cambio, propiedad de Gonzalo Núñez y Sergio Hermida, recibió más de 250 transferencias procedentes de Perú. Los flujos de dinero partían de alguna de las más de 27 empresas fachada que tenía la organización criminal. Varias de ellas estaban en el rubro del transporte fluvial y transferían el dinero hacia, al menos, tres receptores: una cuenta de Hermida en el Nuevo Banco Comercial, la sociedad anónima Gori Crown presidida por Núñez, y una “cuenta” de Núñez en España. Luego, el dinero se transfería a Cambio Shernu que, a su vez, enviaba los activos a la cooperativa de crédito argentina Creycon. La repatriación del dinero a Perú procedía de dicha cooperativa.109 Este tipo de conexión entre Uruguay y Perú no es excepcional. Por ejemplo, el próspero empresario minero peruano Fidel Sánchez Alayo, quien ha sido asociado a organizaciones criminales mexicanas y colombianas, y que está siendo procesado judicialmente en Perú desde 2018 por lavar dinero proveniente del tráfico de drogas, está vinculado al estudio uruguayo MM&A Global Consulting Network. A partir de información generada por las autoridades de Nueva Zelanda y The National Business Review de Nueva Zelanda, periodistas de La Diaria y Ojo Público de Perú hallaron que el director ejecutivo del estudio, el contador uruguayo Diego Martínez Bernie, fue la conexión de Sánchez con la sociedad anónima uruguaya Nikoley (actual Summa Gold Corporation), creada en 2009. Presuntamente, dicha entidad habría participado en operaciones de lavado de activos provenientes del mercado de las drogas ilegales.110 Martínez Bernie también fue vinculado a la “ruta del dinero K”, y el exvicepresidente argentino Amado Boudou con la imprenta Ciccone Calcográfica.111


    En la Argentina menemista y kirchnerista y en el Brasil de Fernando Collor de Mello –también con el exdiputado Eduardo Cunha en los últimos años– se tienen otras articulaciones entre la política regional y la plaza financiera nacional. Sobre ello se hablará más adelante. Por lo pronto, vale la pena mencionar las redes de organizaciones brasileñas de gran envergadura como el PCC (Primer Comando de la Capital) y el CV (Comando Vermelho) que comercializan marihuana paraguaya y otras sustancias psicoactivas ilegales en Uruguay112 a cambio de dinero y/o armas de fuego.113 En los últimos años, organizaciones criminales brasileñas de Río Grande del Sur, como Bala Na Cara y Os Manos, se han introducido en el mercado de drogas de la frontera.114 Las policías uruguaya y brasileña han señalado en más de una ocasión la problemática del tráfico de armas de fuego entre ambos países. En 2011 la policía de aquel país señaló que 20 % de las armas de fuego incautadas a criminales provenían del Mercosur y que buena parte de esas armas habían sido hurtadas a las fuerzas de seguridad públicas de los países vecinos (se reveló la participación de un general del Ejército uruguayo).115 Sobre el PPC, un operador del sistema judicial uruguayo manifestó que la organización utilizó el puerto de Montevideo para exportar drogas hacia África y Europa, y que lavó su dinero en el campo uruguayo.116 En 2019, a través de la operación Magnesio, la policía nacional, con información de los servicios de inteligencia brasileños, capturaron a cuatro personas uruguayas sospechosas de pertenecer, vincularse o tener aspiraciones de crear una sucursal del PCC en Uruguay.117 Entre los detenidos, se destaca Fernando Otalivio (Otilio) Fabrasil Gómez, supuesto líder de la “célula” del PCC en el país, con un amplio recorrido delictivo. Aparentemente, a finales de 2019, habría aproximadamente 80 uruguayos ligados, de alguna manera, con el PCC.118 La hipótesis más plausible de esta ligazón sostiene que los uruguayos con experiencias de privación de libertad en Brasil trajeron los contactos y difundieron sus redes de contactos en el país.119 Respecto al CV, José Paulo Vieira de Mello, conocido como Paulo Seco, uno de los líderes de la organización, vivió dos años en San José de Carrasco, en el departamento de Canelones, junto a su esposa paraguaya –abogada– y una empleada doméstica boliviana. Vieira de Mello fue detenido por la policía uruguaya a mediados de 2010 en la operación Ñandubayl y permaneció privado de libertad hasta diciembre de 2013 cuando se concretó su extradición a Brasil. La operación policial también detuvo a un empresario y un funcionario de migración, ambos uruguayos.120


    La lista de líderes y organizaciones criminales que estuvieron en el país –ya sea para refugiarse, vacacionar, operar en el mercado financiero y/o en el mercado doméstico de las drogas ilegales– trasciende la región. Se puede mencionar a ciudadanos italianos, israelíes, serbios, griegos, españoles, rusos, polacos, holandeses, nigerianos, entre otros. Veamos algunos ejemplos. El israelí Yoram El-Al, conocido como el “rey del éxtasis”, uno de los traficantes más buscados por la DEA,121 fue detenido en 2004 en Punta del Este.122 Un año después se fugó de la cárcel con Julio Walter Guillén Bustamente, conocido como Cotorra Loca, con la colaboración de Nissim El-Al, hermano de Yoram, un amigo de Guillén y la complicidad de funcionarios policiales a cambio de dinero.123 El-Al continúa prófugo de la Justicia y Guillén fue detenido en 2019 en Argentina tras dispararle con un arma de fuego a su pareja.124


    Desde 2007, aproximadamente, el italiano Rocco Morabito, integrante de jerarquía de la ’Ndrangheta (organización criminal calabresa), vivía en la mansión Salve, en el barrio El Golf de Punta del Este, junto a su hija y esposa, de origen angoleño. Morabito, hijo de Giuseppe Morabito (en cadena perpetua), un importante líder de la ’Ndrangheta, fue escalando posiciones hasta encargarse de los negocios de la organización en Milán y Sudamérica.125 En 1994 la policía comenzó a perseguirlo y en 1995 la Interpol italiana solicitó su captura internacional. En 2017 fue detenido en Montevideo. El 24 de junio de 2019, mientras estaba en prisión a la espera de ser extraditado a Italia, se fugó de la cárcel junto con otras tres personas.126 Estos tres prófugos fueron detenidos a los pocos días en Minas y Salto, junto a un ciudadano ruso, socio de Morabito, y una pareja de uruguayos residentes de Lavalleja que colaboraron con los prófugos.127 El italiano fue detenido el 24 de junio de 2021 en la ciudad brasileña João Pessoa, en el estado de Paraíba, mientras se encontraba en un hotel con Vincenzo Pasquino, otro reconocido integrante de la ’Ndrangheta.128


    Punta del Este


    Punta del Este es un polo magnético de riquezas, lujos y privilegios legales e ilegales; atracción que llegó a las organizaciones mexicanas y colombianas. Así, Amado Carrillo, líder de la organización Juárez, conocido como el “señor de los cielos”, estuvo de vacaciones en la península junto a su familia a finales de la década de 1990. También Gerardo González Valencia, de Los Cuinis, vivió con su familia en un millonario chalet de Punta del Este hasta que fue arrestado en 2016. El colombiano Juan Diego Montoya Bernal, vinculado a Carlos Ledher Rivas, de la organización de Medellín, y más tarde a los hermanos Beltrán Leyva –quienes integraron la organización de Sinaloa hasta entrar en “guerra”–, fue detenido en Punta del Este en febrero de 2010 cuando participaba en el Latin America Poker Tour129 del Hotel Mantra, evento organizado por PokerStars.net. Estuvo privado de libertad en el país hasta que fue extraditado a EEUU en marzo de 2011.130 Por otra parte, Juan Carlos Ramírez Abadía (Chupeta) y Wílber Varela (Jabón), dos líderes del Norte del Valle, amenazados de muerte mutuamente, estuvieron en Punta del Este entre los años 2006 y 2007 (Ladra, 2014).


    En la temporada veraniega de 1991 fue detenido en Punta del Este Ramón Humberto Puentes Patiño, uno de los contadores o administradores de la organización de Cali. La lista es larga. Los mexicanos y colombianos mencionados –así como Morabito, El-Al y otros– fueron precedidos por Raúl Vivas, el “pionero” del lavado de dinero en el glamur de Punta del Este.


    Los “pioneros” del lavado


    La primera organización mexicana del tráfico de drogas ilegales que se sabe que pisó tierras uruguayas fue Juárez a finales del siglo pasado, pero la organización que inauguró la ruta uruguaya para el lavado de activos fue Medellín diez años antes. Para entender la conexión, no es un dato menor que Amado Carrillo Fuentes, líder de la organización de Juárez, haya iniciado su peripecia delictiva traficando la cocaína de la organización de Medellín131 y que, tras la muerte de Pablo Escobar, haya distribuido la mercancía de Cali132 y el Norte del Valle (López, 2008). ¿Por qué no es un dato menor? Porque todas esas organizaciones colombianas dejaron sus huellas en Uruguay, lo que demuestra, quizás, que la información sobre los servicios uruguayos circula entre organizaciones criminales.


    En el último lustro de 1980, la operación Polar Cap –liderada por la DEA, el Federal Bureau of Investigation (FBI) y la Internal Revenue Service (IRS) de EEUU– evidenció la debilidad del sistema financiero nacional y mundial. Polar Cap dio el mayor golpe de la época contra el lavado de dinero proveniente del tráfico de drogas. Incautó alrededor de 1.200 millones de dólares entre 1985 y 1989133 y desbarató La Mina, una de las organizaciones más grandes y complejas dedicadas al lavado de dinero con la compraventa de oro. La Mina realizó sus maniobras articulando redes en todo el hemisferio occidental. Los números detectados fueron alarmantes. Entre 1985 e inicios de 1989 se hicieron 138.000 transacciones en 173 bancos de todo el mundo, tenía 123 números de cuentas en 58 bancos de 15 países. El nodo central lo integraban 20 empresas y comercios radicados en Los Ángeles, Nueva York, Houston, Miami y Montevideo que operaban fundamentalmente con, por lo menos, 23 bancos de EEUU, seis bancos de Uruguay134 y uno en Panamá. Las actividades de La Mina no parecen circunscribirse solamente a esos cuatro años señalados. Según las escuchas registradas por las agencias de seguridad estadounidenses, la organización venía trabajando desde 1984, aproximadamente (Blixen, 1990).


    La Mina era liderada por el colombiano Eduardo Martínez y el argentino Raúl Silvio Vivas. Martínez era el vínculo directo de Medellín, y Vivas era el responsable de las maniobras financieras para el lavado de activos. En Uruguay, el centro de operaciones de La Mina era el Cambio Italia (Letras SA), instalado en 1986 a través de la firma Express (Informe Carrió, 2001), con la inversión de tres socios: Vivas, el cubano Pedro Martínez y el chileno Jorge Mahisy (Blixen, 1990). El cambio estaba domiciliado en Montevideo –en Galerías De London, en la Avenida 18 de Julio– y tenía una sucursal en Punta del Este –en la Avenida Juan Gorlero–. Aparentemente el comercio se creó con el único fin de lavar el dinero de Medellín, aunque para mantener su apariencia trabajaba con todas las personas que se acercaban a sus instalaciones. Vivas también usaba el Cambio Dyana de Montevideo y el Cambio Victoria en Rivera.


    Se implementaban varias estrategias de legitimación de activos, una de ellas consistía en exportar oro de Uruguay –no oro extraído del suelo uruguayo– hacia EEUU a través del Cambio Italia. Todo ello era posible gracias al Decreto 570/979, aprobado en la dictadura militar uruguaya, que liberó de impuestos, declaración y circulación al oro y otros tres metales preciosos. De este modo, el oro de la región –especialmente de Brasil, pero también de Argentina, Bolivia y Venezuela– ingresaba al país sin ningún tipo de registro y tributo, y Cambio Italia se encargaba de enviarlo a EEUU. El metal ingresaba a EEUU a través de empresas dedicadas a la refinería de oro, transporte de valores, joyerías, importadoras y otros intermediarios asociados o en propiedad de La Mina. Así las cosas, la compra de oro, con los ingresos de las drogas, y la venta del metal se concretaban en el sistema endógeno que había montado la organización. Las ganancias generadas con la venta de oro se transferían a Panamá o directamente a Uruguay mediante Ronel Refinery, por ejemplo. Una de las vías utilizadas era el Banco Occidente de Panamá que redirigía el dinero a Colombia, Uruguay y Europa (Francia, Luxemburgo, España, Alemania, Suiza y Gran Bretaña).135 Cuando el dinero llegaba a Uruguay, Cambio Italia lo triangulaba a distintas cuentas de la organización de Medellín en Europa y el Caribe (Informe Carrió, 2001).136 Ana María Martínez, esposa de Vivas, tenía a su nombre decenas de cuentas bancarias en Uruguay con depósitos millonarios que llegaban desde los bancos Chase Manhattan y el Citibank de EEUU.


    Entre 1982 y 1986 Uruguay figuraba en el primer lugar en la lista estadounidense de los países exportadores de oro a su territorio. En promedio, el país enviaba 100 toneladas de oro al año a EEUU, sin siquiera ser una jurisdicción productora del metal. Para el Departamento de Comercio de EEUU, el oro que llegaba desde Uruguay al año tenía un valor cercano a los 500 millones de dólares. Sin embargo, el registro uruguayo indicaba que la exportación de oro a EEUU era de 100 millones de dólares.137 Por ejemplo, en 1985 el BCU registró exportaciones de oro a EEUU por un valor de 125.600.000 dólares, mientras que el Departamento de Comercio, para el mismo año, señaló que ingresaron 570.800.000 dólares por concepto del metal dorado “uruguayo” (Blixen, 1990). La inconsistencia pasó desapercibida varios años; el Estado se escudaba en el Decreto 570/979.


    En 1989, solamente en Los Ángeles, fueron detenidas 120 personas. Raúl Vivas fue detenido en Uruguay en el verano de 1989 y extraditado a EEUU donde fue condenado por 25 cargos de lavado de dinero; esto le implicó una sentencia de prisión de más de 500 años.138 Llamativamente, Vivas fue la única persona capturada en tierras uruguayas; ¿dónde quedó la responsabilidad de los protectores del capital (en los bancos, por ejemplo) que, de alguna forma, colaboraron con La Mina? Otro uruguayo detenido en la temporada estival de 1989, pero en EEUU, fue el joyero Sergio Hochman, quien llegó a ser vicepresidente de la sociedad anónima Letras, responsable del Cambio Italia. Tras su detención, Hochman colaboró con las agencias de seguridad estadounidenses y empezó a informar sobre las maniobras delictivas de La Mina. El presidente de Letras SA, Rubén Prescolín, no fue detenido. El hecho llama la atención ya que, aparentemente, no era un simple prestanombre. Por ejemplo, después del arresto de Vivas, emitió una orden de transacción bancaria entre cuentas de la organización delictiva (Ehrenfeld, 1992; Blixen, 1990).


    Polar Cap también detuvo a los hermanos joyeros libaneses, de origen armenio, Nazareth y Vahe Andonian (condenados a 505 años de prisión), al argentino Juan Carlos Seresi (condenado a 505 años de prisión) y a su compatriota Ruben Saini (condenado a 27 años de prisión). Todos fueron sentenciados por lavado de dinero en una Corte de California.139 Otros implicados fueron los argentinos Celio Merkin y Amadeo Juncadella (vinculados directamente con Prosegur a través del Grupo Juncadella) y las familias Kouyoumjian (Wanis, Raffi, Simon, Agop), Tankazyan, Tokatlian y Dangasian, y otros (Ehrenfeld, 1992; Blixen, 1990).140


    La sentencia de Vivas, a cinco siglos de encierro, no intimidó a su esposa Martínez y su dizque “amante” Silvia Cristina Méndez. Juntas siguieron ofreciendo los servicios de lavado de dinero porque, probablemente, no lo sé, ya no podían abandonar la estructura (corriente de transacciones, flujo de capitales, titulares de cuentas, prestanombres, acuerdos con organizaciones, etc.). En 1994 la policía argentina detuvo a Martínez y Méndez en la operación Silvia. Recién en 2003 comenzaron a ser juzgadas por un tribunal oral federal bajo la acusación de lavar 70 millones de dólares. Aparentemente, no solo lavaron la renta criminal de Medellín; también legitimaron el dinero sucio de Cali.141


    A partir de 1994, la DEA comenzó a vigilar formalmente a Uruguay desde la otra orilla del Río de la Plata, aunque informalmente estaba en el país desde Polar Cap. La policía nacional recibía y coordinaba operativos con la sede de la agencia en Argentina. En 2009 la agencia nacional antidrogas más grande del mundo solicitó al Congreso de EEUU retornar a Uruguay. El hecho se concretó a finales de 2012 en la presidencia de José Mujica (2010-2015).142 El regreso de la DEA coincidió, no por casualidad, con la movilización social y discusión política alrededor de la regulación del cannabis que desembocó en la aprobación de la Ley 19.172 del 20 de diciembre de 2013. La DEA retornó al país cuando Uruguay se convirtió en el primer país del mundo en regular la “importación, producción, adquisición, almacenamiento, comercialización y distribución” de la marihuana y sus derivados. La legislación y su instrumentación marcaron un cambio radical en la política mundial sobre drogas, al menos desde 1971 cuando el gobierno federal de EEUU le declaró la guerra. En 2019 la DEA cerró su oficina en Montevideo y pasó a monitorear el país desde Buenos Aires. En junio de 2020 el exministro del Interior, Jorge Larrañaga, manifestó que mantuvo contactos con esa y otras agencias de inteligencia con la finalidad de estrechar vínculos y brindar facilidades para que la DEA volviera a instalarse en el país. Aunque no existe hasta el momento un anuncio oficial, la DEA estaría activa en el país.143


    Polar Cap fue un hito clave en el combate al tráfico de drogas y el lavado de activos, pero en el momento no significó una ruptura cultural, política e institucional para tratar el problema. Como se mostró más arriba, las legislaciones y capacidades estatales para reducir estos crímenes llegaron, al menos, tres lustros más tarde. La demora siguió trayendo consecuencias como, por ejemplo, la “mafia del oro” (1993-1995) y la operación Hydra (2008).144 Estos hechos sobre lavado de dinero a través del oro abonan la tesis de la institucionalización de los servicios uruguayos de legitimación de activos sucios.
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  ¿Qué lugar tiene Uruguay en el menú internacional del tráfico de drogas ilegales? ¿Qué servicios ofrece el país y qué actores locales protegen al crimen organizado?


  Esta es una investigación exhaustiva y rigurosa sobre las operaciones delictivas llevadas adelante en Uruguay por parte de organizaciones criminales mexicanas dedicadas al tráfico de drogas ilegales.


  Aquí están recogidas todas las partes de un gran rompecabezas. Recorre la arquitectura normativa financiera que hizo de Uruguay, a partir de 1970, una jurisdicción atractiva, así como el abanico de servicios financieros y actores locales que han dado cobijo a la circulación y legitimación del dinero sucio. Establece las múltiples redes existentes entre personas de poder, sociedades anónimas, entidades financieras y países como Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Paraguay o Estados Unidos.


  Los protectores del capital son aquí una pieza clave. Expertos conocedores de la legislación y de las artimañas necesarias, legales e ilegales, para asistir al lavado de dinero, forman parte, se mezclan o auxilian al delito de los poderosos.


  Los cambios normativos e institucionales realizados en el siglo XXI para combatir el lavado de activos han sido significativos, pero insuficientes. La protección es un servicio fundamental que brinda hoy Uruguay al gran capital internacional donde subyace la renta criminal del tráfico de drogas.
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